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RESOLUCIÓN
I
 

En fecha 03 de julio de 2002, los ciudadanos HORACIO MEDINA, JORGE RODRÍGUEZ, EDGAR QUIJANO, JOSE ALEJANDRO RICHTER, ANTONIO MENDEZ, MARIANELLA CASTILLO DE PIÑERO, VICTOR RAMOS, RONALD FIGUEROA, ALEJANDRO IZQUIERDO, ANA FINOL, ELSA SUNG y CHRISTIAN RODRÍGUEZ, todos identificados en autos, acudieron por ante la Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público y manifestaron su aspiración de constituir un Sindicato con la denominación “UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUÍMICOS, DE LOS HIDROCARBUROS Y SUS DERIVADOS” (UNAPETROL), para lo cual consignaron la documentación establecida en el artículo 421 de la Ley Orgánica del Trabajo. (folios 01 al 165)
En fecha 09 de julio de 2002, el Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 450 de la Ley Orgánica del Trabajo libró Oficio N° 2002-0457, al ciudadano ALÍ RODRÍGUEZ ARAQUE, en su condición de Presidente de Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), notificándole el propósito de los trabajadores de constituir el sindicato, la cual fue recibida por la mencionada empresa en fecha 10 de julio de 2.002. (folio 166)
En fecha 29 de julio de 2002, la Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público, mediante Auto N° 2002-066, ordenó a la sociedad mercantil Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), consignar los documentos que permitan verificar la certeza de la información aportada por los promoventes de la proyectada organización sindical, con relación a los cargos que efectivamente desempeñan, de conformidad con el artículo 131 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el artículo 28 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. (folios 167 al 169)
En fecha 02 de agosto de 2002, el Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público dictó Providencia Administrativa Nº 2002-036, por la cual se abstuvo de registrar la proyectada organización sindical denominada “Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)”, con base en lo previsto en los artículos 426 y 589, ambos en su literal “a” de la Ley Orgánica del Trabajo, alegando para ello que la misma no tiene como objeto las finalidades previstas en los artículos 408 y 409 eiusdem, y en acatamiento a lo previsto en el artículo 148 del Reglamento de dicha ley. (folios 232 al 246)
En fecha 12 de agosto de 2002, los ciudadanos HORACIO MEDINA, EDGAR QUIJANO y RONALD FIGUEROA, actuando con el carácter de Presidente, Secretario de Asistencia Laboral y Secretario de Relaciones Institucionales, respectivamente, del proyectado sindical denominado “Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL)”, interpusieron recurso jerárquico por ante esta Alzada Administrativa, con el objeto de solicitar la declaratoria sin lugar de la Providencia Administrativa citada supra y, consecuentemente, el registro de la organización sindical in commento, argumentando entre otras, la violación del derecho a la defensa consagrado por el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: “…por cuanto al decidir abstenerse al registro de UNAPETROL sobre la base de indicios y presunciones y no en ninguna de las causales del artículo 426 de la Ley Orgánica del Trabajo, no permitió a la representación de UNAPETROL defenderse para subsanar cualquier deficiencia pues si el FUNCIONARIO hubiere encontrado alguna deficiencia ha debido notificarlo y dejar correr el segundo lapso de treinta (30) días establecido en el artículo 425 ejusdem y no lo hizo; por el contrario, el FUNCIONARIO dispuso que contra su decisión puede interponerse el Recurso por ante la Ministra del Trabajo, de tal manera que cercenó el segundo lapso debido de treinta (30) días”. (folios 250 al 261).
En fecha 11 de noviembre de 2002, esta Alzada Administrativa dicta la Resolución Nº 2560, en la cual se pronuncia sobre el recurso jerárquico interpuesto en fecha 12 de agosto de 2002, ordenando la restitución de la situación jurídica infringida, esto es, que el Inspector del Trabajo formule las observaciones a que hubiere lugar, respecto a la documentación consignada por los promoventes del proyectado sindical…” (folios 291 al 296).
En fecha 27 de noviembre de 2002, el Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público, mediante Auto signado con el Nº 2002-0181, se inhibe de seguir conociendo del presente procedimiento, por cuanto previamente había manifestado su opinión al abstenerse de registrar la proyectada organización sindical (folio 300).
En fecha 06 de diciembre de 2002, el Director General del Trabajo dicta Providencia Administrativa, mediante el cual declara procedente la inhibición del Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Público y designa al Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, para que se avoque al conocimiento del presente procedimiento (folios 302 al 303).
En fecha 09 de diciembre de 2002, el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado dicta Auto, en el cual ordena al proyectado sindical subsanar las deficiencias de la documentación por él consignada y suministrar toda la información pertinente relacionada con la prestación de servicio de los trabajadores promoventes, de conformidad con lo previsto en el artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo. La notificación del referido Auto se produjo en fecha 17 de diciembre de 2.002 (folios 305 al 310).
En fecha 30 de diciembre de 2002, la ciudadana Marianella de Piñero, titular de la cédula de identidad Nº 3.122.542, en su carácter de Secretaria de Actas y Correspondencia de la proyectada organización sindical, consigna copia certificada del Acta de Asamblea Extraordinaria celebrada en fecha 30 de septiembre de 2002, en la cual se aprueba la inclusión de Mil Doscientos Noventa y Cuatro (1.294) nuevos apoyantes, identificados en listado que sin firmas se anexa (folios 336 al 366).
En fecha 06 de enero de 2003, la ciudadana Marianella de Piñero, antes identificada, consigna listado sin firmas de adhesiones de Cinco Mil Quinientos Tres (5.503) supuestos apoyantes (folios 367 al 461).
En fecha 06 de enero de 2003, el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado dicta auto, mediante el cual ordena a la empresa Petróleos de Venezuela (PDVSA) consignar los documentos que permitan verificar la certeza de la información aportada por los promoventes, con relación a los cargos que efectivamente desempeñan estos últimos y los presuntos adherentes al proyectado sindical, conforme a lo establecido en el artículo 131 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el artículo 28 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos y ratifica el contenido del auto de fecha 9 de diciembre de 2002, en el sentido de que los empleados promoventes del sindicato, así como los supuestos adherentes carecen de inamovilidad laboral, en virtud a que el período de inamovilidad de tres meses venció el 03 de octubre de 2002 (folios 462 al 465).
En fecha 07 de enero de 2003, la ciudadana Marianella de Piñero, antes identificada, consigna listado de adhesión sin firma de Seiscientos Cuarenta y Siete (647) presuntos apoyantes (folios 466 al 476).
En fecha 08 de enero de 2003, el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, remite a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, el expediente contentivo de la solicitud de registro de la proyectada organización sindical, en virtud del recurso de nulidad interpuesto por ésta, contra la providencia administrativa Nº 2002-036 de fecha 02 de agosto de 2002 (folio 480).
En fecha 20 de mayo de 2003, la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia remite a la Ministra del Trabajo, copia certificada de la decisión dictada por la referida Sala el 11 de marzo de 2003, con ocasión al desistimiento efectuado por el proyectado sindical del recurso de nulidad por él interpuesto y el expediente contentivo de la solicitud de registro de la proyectada organización sindical (folios 483 al 486).
En fecha 2 de junio de 2003, el Director de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado dicta auto, mediante el cual acuerda avocarse al conocimiento del presente procedimiento, incorporar al expediente todas las comunicaciones junto con sus anexos por él recibidas desde el 8 de enero hasta esta fecha y notificar a los representantes del proyectado sindical (folio 489).
Entre las comunicaciones incorporadas en atención al referido auto se encuentran:

1. Comunicación de fecha 9 de enero de 2003, mediante la cual la representación del proyectado sindical interpuso ante la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, recurso de reconsideración contra el auto de fecha 9 de diciembre de 2002, en el cual solicita la inhibición del Director de la mencionada Inspectoría Nacional (folios 490 al 500).
2. Listado de adhesión -sin firma- de quinientos ochenta y dos (582) presuntos apoyantes, consignado en fecha 10 de enero de 2003 por el ciudadano ANDRES TROCONIS GONZALEZ, abogado, titular de la cédula de identidad Nº 5.532.707 (folios 501 al 512).
3. Listado de adhesión –sin firma- de seiscientos dieciocho (618) presuntos apoyantes, consignado en fecha 14 de enero de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 70.748 (folios 513 al 524).

4. Listado de adhesión –sin firma- de sesenta y nueve (69) presuntos apoyantes, consignado en fecha 15 de enero de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 525 al 526). 
5. Dos listados de adhesión –sin firma- cada uno de ciento veintidós (122) presuntos apoyantes, consignados en fecha 16 de enero de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 527 al 534).
6. Listado de adhesión –sin firma- de un mil ciento sesenta y ocho (1168) presuntos apoyantes, consignado en fecha 17 de enero de 2003, por el abogado AQUILES BLANCO ROMERO, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 21.181 (folios 535 al 556). 
7. Dos listados de adhesión –sin firma-, uno de novecientos ochenta y cinco (985) y el otro de veintisiete (27) presuntos apoyantes, consignados en fecha 20 de enero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 565 al 583).
8. Listado de adhesión –sin firma- de cuatrocientos diez (410) presuntos apoyantes, consignado en fecha 21 de enero de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 584 al 591).
9. Listado de adhesión –sin firma- de nueve (9) presuntos apoyantes, consignado en fecha 23 de enero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 592 al 593).
10. Listado de adhesión –sin firma- de doce (12) presuntos apoyantes, consignado en fecha 24 de enero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 594 al 595).
11. Dos listados de adhesiones –sin firma- uno de quinientos catorce (514) y el otro de ocho (8) presuntos apoyantes, consignados en fecha 28 de enero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 596 al 606).
12. Listado de adhesión –sin firma- de cuatrocientos sesenta y cinco (465) presuntos apoyantes, consignado en fecha 31 de enero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 607 al 616).
13. Listado de adhesión –sin firma- de treinta y cuatro (34) presuntos apoyantes, consignado en fecha 3 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 617 al 618).
14. Listado de adhesión –sin firma- de treinta y seis (36) presuntos apoyantes, consignado en fecha 6 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 621 al 622).
15. Listado de adhesión –sin firma- de un mil ciento cuatro (1104) presuntos apoyantes, consignado en fecha 7 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 623 al 642).
16. Tres listados de adhesión –sin firma-, uno de cuatrocientos setenta y ocho (478), otro de ciento sesenta y tres (163) y el último de cinco (5) presuntos apoyantes, consignado en fecha 11 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 668 al 682).
17. Listado de adhesión –sin firma- de ochocientos treinta y un (831) presuntos apoyantes, consignado en fecha 14 de febrero de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 683 al 694).
18. Listado de adhesión –sin firma- de cuarenta y tres presuntos apoyantes, consignado en fecha 17 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 695 al 696).
19. Dos listados de adhesión –sin firma-, uno de cuatro (4) y el otro de tres (3) presuntos apoyantes, consignado en fecha 21 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 697 al 700).
20. En fecha 24 de febrero de 2003, la empresa Petróleos de Venezuela (PDVSA) consigna por ante la Dirección de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado, los siguientes documentos: a) copia del Informe confidencial sobre política de compensación de la Industria Petrolera y Petroquímica Nacional para la nómina mayor y ejecutiva, de fecha 21 de julio de 1986 y b) el resumen de normas, planes y beneficios para el personal ejecutivo, de fecha 1 de enero de 1999; a fin de dar cumplimento con lo ordenado por esa Dirección en los autos de fechas 9 de diciembre de 2002 y 6 de enero de 2003 (folios 701 al 818). 
21. Dos listados de adhesión –sin firma-, uno de treinta y siete (37) y el otro de veintidós (22) presuntos apoyantes, consignados en fecha 26 de febrero de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 819 al 822).
22. Listado de adhesión –sin firma- de tres (3) presuntos apoyantes, consignado en fecha 6 de marzo de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 823 al 824).
23. Listado de adhesión –sin firma- de cinco (5) presuntos apoyantes, consignado en fecha 10 de marzo de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 825 al 826).
24. Listado de adhesión –sin firma- de ochenta y cuatro (84) presuntos apoyantes, consignado en fecha 13 de marzo de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 827 al 829).
25. Listado de adhesión –sin firma- de treinta y tres (33) presuntos apoyantes, consignado en fecha 19 de marzo de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 830 al 831).
26. Listado de adhesión –sin firma- de veinticuatro (24) presuntos apoyantes, consignado en fecha 26 de marzo de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 832 al 833).
27. Listado de adhesión –sin firma- de cuatro (4) presuntos apoyantes, consignado en fecha 3 de abril de 2003, por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 834 al 835).
28. Listado de adhesión –sin firma- de tres (3) presuntos apoyantes, consignado en fecha 7 de abril de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 836 al 837).
29. Listado de adhesión –sin firma- de cuatro (4) presuntos apoyantes, consignada en fecha 29 de abril de 2003 por la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada (folios 838 al 839).
En fecha 17 de junio de 2003, la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada, consigna listado de adhesión –sin firma- de dos (2) presuntos apoyantes (folios 841 al 842).

En fecha 20 de junio de 2003, la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 70.748, consigna listado de adhesión de cuatro (4) presuntos apoyantes (folios 844 al 845).
En fecha 10 de junio de 2003, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo remite a la Dirección de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, copia certificada del escrito contentivo del recurso contencioso administrativo de anulación ejercido conjuntamente con pretensión de amparo cautelar por los abogados Andrés Troconis González y Aquiles Blanco Romero, contra las providencias administrativas de fechas 9 de diciembre de 2002 y 6 de enero de 2003 y solicita la remisión del respectivo expediente (folios 853 al 896). 
En fecha 12 de junio de 2003, La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo remite a la Dirección de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, copia certificada de la sentencia dictada por ella en esta misma fecha, mediante la cual admite el recurso de nulidad interpuesto por la proyectada organización sindical, declara procedente la pretensión de amparo cautelar y suspende los efectos de los actos administrativos impugnados hasta que se decida la acción principal (folios 899 al 922).

En fecha 2 de julio de 2003, la abogada ARACELIS GARFIDO MEDINA, antes identificada, consigna listado de adhesión – sin firma- de cinco (5) presuntos apoyantes (folios 923 al 924).
En fecha 03 de julio de 2003, el Director de Inspectoría Nacional y otros Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado dicta Providencia Administrativa, signada con el Nº 2003-027, mediante la cual decide:
“Abstenerse de Registrar, como en efecto lo hace, la proyectada organización sindical UNION NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUIMICOS DE LOS HIDROCARBUROS Y SUS DERIVADOS (UNAPETROL), por cuanto de acuerdo a las previsiones del artículo 148 del Reglamento de la Ley Orgánica de Trabajo no puede constituirse una organización sindical que pretende representar conjuntamente los intereses de trabajadores y empleadores e igualmente, por la falta de subsanación dentro del plazo fijado para ello, de las deficiencias y omisiones observadas por este Despacho a la documentación consignada.” (folios 925 al 950). 

En fecha 18 de julio de 2003, los ciudadanos Horacio Medina, Jorge Rodríguez, Edgar Quijano, Antonio Méndez y Ronald Figueroa, portadores de las cédulas de identidad Nº 3.976.775, 3.985.965, 6.819.832, 3.533.452, 4.353.995, respectivamente en su carácter de miembros de la Junta Directiva de la proyectada organización sindical, asistidos por los abogados en ejercicio Andrés Troconis González y Aquiles Blanco Romero e inscritos en el Inpreabogado bajo los números 26.779 y 21.181, respectivamente, interponen Recurso Jerárquico contra la Providencia Administrativa Nº 2003-027, de fecha 03 de julio de 2003, donde solicitan la inhibición de la ciudadana Ministra del Trabajo para conocer del presente Recurso; la revocatoria de la Providencia Administrativa indicada y la reposición de la causa, así como que se indique con precisión los defectos y omisiones que deben ser aclarados por la proyectada organización sindical. 

II
MOTIVACIONES PARA DECIDIR
PUNTO PREVIO
Antes de proceder a decidir la presente causa, y por cuanto los recurrentes han solicitado la inhibición de quien con tal carácter suscribe esta Resolución, estima necesario este Despacho Ministerial proceder a decidir dicha solicitud, como punto previo, y con tal fin se indica lo siguiente:
De conformidad con lo establecido en el Capítulo II de su escrito, los recurrentes exponen, como primer punto, lo siguiente:
“1.- Con base en lo previsto en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, solicitamos a la Ministra del Trabajo, ciudadana MARÍA CRISTINA IGLESIAS, se inhiba de conocer el presente Recurso Jerárquico en virtud de que dicha funcionaria ha venido emitiendo y con ello adelantando opinión – lo cual constituye un hecho público, notorio y comunicacional – en el sentido de que nuestra Organización Sindical UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUÍMICOS, DE LOS HIDROCARBUROS Y SUS DERIVADOS (UNAPETROL), constituye una organización en formación, lo cual la inhabilita de conocer este caso toda vez que uno de los hechos jurídicos relevantes que se discuten es precisamente el hecho según el cual nos encontramos en presencia de un sindicato que existe válida e independientemente de su registro ante este Ministerio.” (Folios 1.015 al 1.016). 
(…)
“Adicionalmente, la ciudadana Ministro del Trabajo ha venido declarando públicamente su animadversión hacia los trabajadores constituyentes del sindicato así como los trabajadores que se adhirieron posteriormente al tildarlos de saboteadores, golpistas y traidores lo cual adecua su conducta al supuesto de hecho contenido en el numeral” 2” del artículo 36 ibidem.” (Folio 1.015)
Sobre este primer punto, ciertamente, tal y como lo alegan los recurrentes este Despacho Ministerial, al referirse a la UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUÍMICOS, DE LOS HIDROCARBUROS Y SUS DERIVADOS (UNAPETROL), ha empleado la expresión “proyectado sindical”, tal y como consta en el texto de la Resolución Nº 2.560 de fecha 11 de noviembre de 2.002, folio 296, para indicar que de acuerdo con el procedimiento de registro de una organización sindical, en el lapso en que se encuentre tramitando su inscripción por ante la Inspectoría del Trabajo, la Administración del Trabajo los denomina y los ha denominado, habitualmente y a lo largo del tiempo, como “sindicatos en formación”, “proyectado sindical”, “proyecto de organización sindical” y otras expresiones de similar naturaleza. En igual sentido, la misma Ley Orgánica del Trabajo, en el artículo 450 establece que “Los trabajadores que se adhieran a un sindicato en formación, gozarán también de inamovilidad…”. (Resaltado nuestro).
En consecuencia, el hecho de que este Despacho se haya referido a UNAPETROL como un proyecto de sindicato o “proyectado sindical”, no significa una manifestación previa de opinión que pudiera prejuzgar sobre la resolución del asunto, en el sentido del artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, ya que con ello sólo se está indicando que la misma se encuentra realizando los trámites para su registro en atención a lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento. 
Ahora bien, y tal como los recurrentes lo exponen, UNAPETROL, en tanto proyecto de sindicato, es creado mediante la manifestación de voluntad concurrente de sus fundadores de asociarse, manifestación esta que se plasmó en la respectiva Acta Constitutiva. Ello constituye un hecho incuestionable, dado que sería contrario a Derecho partir del supuesto de que el derecho de asociación, en cuanto libre manifestación de voluntad, deba ejercerse a partir del momento del registro de la asociación creada. En este sentido, tanto los sindicatos, en sentido específico, como el resto de las asociaciones civiles, en sentido más amplio, se crean a partir del acuerdo de voluntades que se orientan hacia el mismo fin y el Estado sólo debe velar porque tales declaraciones de voluntad y los fines que persiguen se ajusten al cumplimiento de todos los requisitos previstos en el ordenamiento jurídico, para poder proceder a su registro. 
Por ello, partiendo del principio del respeto a la legalidad, resulta correcta la afirmación de que la boleta de inscripción tiene efectos declarativos y no constitutivos de la concurrencia de voluntades para asociarse. Considerar que cualquier asociación se crea a partir de su registro supondría que ellas son creadas por el Estado, al margen de la voluntad de sus ciudadanos. Más aún, esta posición sería más absurda en el terreno sindical, dado que se habría transformado en una verdadera autorización previa para su constitución, con lo que resultaría contrario al Convenio Nº 87 de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), ratificado por Venezuela.
Adicionalmente a lo previsto en el Convenio Nº 87, los trabajadores y trabajadoras tienen el derecho de constituir libremente las organizaciones sindicales que estimen conveniente y sin autorización previa, tal y como lo establece el artículo 95 de nuestra Carta Fundamental. 
En consecuencia, UNAPETROL, en tanto organización sindical en formación, ciertamente existe como concurrencia de voluntades individuales que desean asociarse con un determinado fin, desde el momento de la manifestación de tales voluntades, pero también debe destacarse que hasta tanto se produzca el registro, tal organización constituye una asociación de hecho, que carecen de personalidad jurídica. Como se ha dicho, siempre este Ministerio del Trabajo ha llamado a los sindicatos que se encuentran tramitando su inscripción como organizaciones sindicales en proyecto, y debe resaltarse que al emplear esta expresión, es a los fines de considerar que la misma aún no ha obtenido el registro legal correspondiente, pero en modo alguno puede afirmarse que ello implica un adelanto de opinión que prejuzgue el asunto. 
Asimismo, debe entenderse que desde el mismo momento que UNAPETROL, o cualquier otro “proyectado sindical” acude ante la Inspectoría del Trabajo y solicita su inscripción es a los fines de obtener personalidad jurídica, porque de otro modo no iniciaría tales trámites, y durante ese interregno, que va desde su constitución hasta su registro, el catalogarlas de proyectado sindical no conlleva adelanto de opinión alguna que pueda prejuzgar previamente la resolución del asunto, por lo que tal argumento, estima este Despacho, no encuadra dentro del supuesto de hecho establecido en el numeral 3 del artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Y ASÍ SE DECIDE.

Pero, además, los recurrentes también señalan que la Ministra del Trabajo, quien con tal carácter suscribe este acto, “…ha venido declarando públicamente su animadversión hacia los trabajadores constituyentes del sindicato así como los trabajadores que se adhirieron posteriormente al tildarlos de saboteadores, golpistas y traidores…” y que de acuerdo con ello, tal conducta se adecua al supuesto de hecho contenido en el numeral 2 del artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. 
Al respecto es necesario señalar que el numeral 2 del artículo 36 de la citada Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, establece que el funcionario administrativo deberá inhibirse del asunto cuya competencia le esté legalmente atribuida “2.- Cuando tuvieren amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las personas interesadas o que intervengan en el procedimiento.” Ahora bien, debe indicarse a los recurrentes que en ningún momento, actuando en mi condición de Ministra del Trabajo, he declarado animadversión alguna hacia los promoventes o adherentes de UNAPETROL, por el que pueda señalarse que exista enemistad manifiesta de carácter personal, tal y como textualmente lo establece la norma. Y si bien, en opinión de este Despacho, la paralización de actividades ocurrida en nuestro país durante los meses de diciembre del año 2002 a febrero del año 2003, fue realizada con propósitos políticos partidistas, ajenos a motivaciones de índole laboral, tal y como fue corroborado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia de fecha 19 de diciembre de 2002 con ponencia del Magistrado José Manuel Delgado Ocando, en el expediente signado con el Nº 02-3157; ello no implica que este Despacho Ministerial haya indicado que los promoventes o adherentes de UNAPETROL sean manifiestamente enemigos personales de la ciudadana Ministra del Trabajo. En este sentido, de haber sido cierta la afirmación expuesta por los recurrentes, lo procedente en estos casos habría sido traer a los autos las pruebas fehacientes que puedan demostrar la veracidad de sus dichos, y al no haberlo realizado en el transcurso de casi tres meses, las mismas constituyen afirmaciones sin base probatoria alguna, por lo que no puedo considerarme incursa en la causal de inhibición prevista en el numeral 2 de la disposición antes indicada, Y ASÍ SE DECIDE.
Adicionalmente a lo antes expuesto, los recurrentes solicitan la inhibición de la ciudadana Ministra del Trabajo alegando lo siguiente:
“Es importante destacar que el principal y único accionista de la empresa Petróleos de Venezuela es el Estado Venezolano. La representación de esas acciones la ejerce el Presidente de la República en su condición de cabeza del Poder Ejecutivo y, es ese funcionario quien designa a los miembros de la Junta Directiva de la empresa así como a los miembros de su gabinete. En consecuencia, en el presente caso, se confunden la figura del poder ejecutivo como representante del Estado Venezolano en su condición de accionista de la empresa con la figura del patrono, en este caso la empresa Petróleos de Venezuela, S.A.” (Folio 1.014) 

Y agregan:
Ahora bien, siendo la ciudadana María Cristina Iglesias Ministro del Trabajo designada por la misma persona que designó a las autoridades de la empresa Petróleos de Venezuela, S.A y, respondiendo ambos –Ministra y empresa- a los intereses y lineamientos que en definitiva dicta el Presidente de la República, forzosamente debemos concluir que esta Funcionaria Pública no es el juez imparcial e idóneo a que se refiere el artículo 26 de la Constitución de la República, en razón de lo cual debe esta funcionaria inhibirse de conocer este procedimiento. (idem).
Con respecto a este alegato, debe este Despacho Ministerial indicar a los recurrentes que, de conformidad con el principio de legalidad, la actuación de los funcionarios públicos se rige por lo que expresamente disponga la Constitución y las Leyes, principio éste consagrado en el artículo 137 de nuestra Carta Magna, que textualmente establece. “La Constitución y la ley definirán las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen.” De tal manera que la inhibición, como deber del funcionario público, sólo resulta procedente por las causales expresamente establecidas en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, por lo que en nuestra condición de funcionarios públicos no podemos inhibirnos por causas distintas o extrañas a las referidas, puesto que de admitirse inhibiciones sin fundamento legal previo, implicaría que el funcionario no estaría sujetando sus actividades a la ley y, además, estaría dejando de cumplir con su misión de servidor público, enervando el ejercicio de sus competencias y atribuciones, lo que atentaría contra los fines mismos del Estado y de la Administración Pública Nacional. 
En lo particular, a los Ministros o Ministras del Trabajo se les ha conferido la competencia de resolver los recursos jerárquicos interpuestos contra las decisiones de los Inspectores del Trabajo en los casos de abstención de registro de organizaciones sindicales, tal y como expresamente lo establece el artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo. Por ello, inhibirme como Ministra del Trabajo de conocer el presente Recurso Jerárquico sin el fundamento legal correspondiente, implicaría una violación al principio de legalidad ya referido; la renuncia a ejercer las atribuciones que se me confieren en el ordenamiento jurídico y, además, constituiría un acto de denegación de justicia que violenta el derecho de petición y oportuna respuesta. Similar situación se presentaría de ser solicitada la inhibición de algún magistrado del Tribunal Supremo de Justicia que deba conocer una causa en la que se ventile una controversia que involucre a la Asamblea Nacional, por haber sido designados por esta. 
En tal virtud, debe este Despacho indicar a los recurrentes que toda solicitud de inhibición a un funcionario público debe adecuarse a lo taxativamente previsto en cualquiera de las causales establecidas en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, y habida cuenta que esta última petición está basada en la presunta violación del artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, debe declararse improcedente tal petición por las razones ya expuestas, Y ASÍ SE ESTABLECE.
Finalmente, sobre este mismo aspecto, resulta pertinente recalcar que dada la importancia y la naturaleza de las actividades de hidrocarburos en nuestro país, a partir del año 1975 con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos de fecha 30 de agosto de 1975, en virtud de lo dispuesto en sus artículos 5, 6 y 7, se produjo un proceso de nacionalización de la industria petrolera, del gas y del resto de los hidrocarburos, dando lugar a la constitución de sociedades mercantiles bajo la propiedad del Estado venezolano, actuando éste como principal y único accionista, particularmente de la sociedad mercantil Petróleos de Venezuela, Sociedad Anónima (PDVSA), artículos estos ratificados por la novísima Ley Orgánica de Hidrocarburos, publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.323 de fecha 13 de noviembre de 2.001. Esta situación regulada legalmente, adquirió expreso rango constitucional a partir del año 1999, por mandato del pueblo soberano al manifestar su conformidad con los artículos 3021 y 3032 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Con ello, el pueblo ratificó el carácter público de la propiedad de dicha sociedad mercantil, despejando cualquier pretensión de transferencia de dicha propiedad a empresa o potencia extranjera. 
De allí que el alegato de los recurrentes en el sentido de que “La representación de esas acciones la ejerce el Presidente de la República en su condición de cabeza del Poder Ejecutivo y, es ese funcionario quien designa a los miembros de la Junta Directiva de la empresa así como a los miembros de su gabinete”, ha precedido por varias décadas, a la circunstancia actual de titularidad de la Ministra del Trabajo al frente de esta cartera. La garantía constitucional de propiedad del Estado sobre Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA), tiene su fundamento jurídico en un mandato del pueblo soberano, que se contrapone a la propuestas de privatización y transferencia de propiedad hacia particulares, como ocurrió en la década de los noventa en la que se configuro una amenaza cierta de privatización. En todo caso, como garantía constitucional derivada del mandato del constituyente, y desarrollado por las leyes orgánicas respectivas, constituye una situación que no sólo precede en el tiempo a quien hoy suscribe la presente, sino que su modificación implicará someterlos a mecanismos de reforma constitucional y legal que transcienden al análisis y examen del presente caso.
Más aún, de los propios elementos del expediente, se evidencia que los principales promoventes del proyectado UNAPETROL, ejercieron en el pasado representación directa ante este Ministerio del Trabajo, a nombre de PDVSA, para dilucidar conflictos laborales propios de dicha empresa, y adicionalmente es un hecho público notorio y comunicacional que algunos de los promoventes de la proyectada organización sindical UNAPETROL han manifestado ocupar cargos de gerentes, administradores y jefes de personal. Sin embargo, los argumentos que hoy esgrimen como supuestas causas de inhibición, no consta que fuesen expuestas ante este mismo Ministerio del Trabajo, ni frente a los trabajadores y sus organizaciones, bien en el terreno estrictamente sindical o, bien, al momento de discutir y depositar convenciones colectivas de trabajo. 

En razón de todo lo expuesto, debo señalar que no me encuentro incursa en alguno de los supuestos establecidos en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, que establecen el deber del funcionario de inhibirse del conocimiento del asunto cuya competencia le esté legalmente atribuida, Y ASÍ SE DECIDE.

PRIMERO
DE LA CONSTITUCIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES Y LA ADQUISICIÓN DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA
Resuelta como ha sido la inhibición planteada, este Despacho Ministerial pasa a pronunciarse sobre el fondo del Recurso Jerárquico interpuesto, y con tal propósito se indica lo siguiente: 
En el presente caso los recurrentes han expuesto en su escrito recursivo, que a tenor de lo previsto por los artículos 23 y 95 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 2, 3 y 7 del Convenio Nº 87 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) suscrito y ratificado por la República, el proyecto UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUÍMICOS, DE LOS HIDROCARBUROS Y SUS DERIVADOS (UNAPETROL) “…constituye una organización sindical que posee naturaleza jurídica propia independientemente de que este Ministerio le otorgue o le niegue un número de registro.” (Folio 1.015) 
Y agregan:
“Conforme a lo indicado en las normas de derecho internacional y constitucional antes transcritas, podemos derivar claramente que el derecho a la sindicalización se ejerce libremente por los trabajadores, sin distinción alguna y sin necesidad de autorización previa, derecho que está siendo conculcado por la Inspectoría Nacional del Trabajo Sector Privado en su Providencia Administrativa toda vez que niega la inscripción de un sindicato ya constituido, el cual no requiere de la inscripción ante el Ministerio del Trabajo para su existencia…” (Folio 1.006. Destacado en el original. Subrayado nuestro) 
“Siendo así, la formalidad de inscripción ante la Inspectoría Nacional en ningún caso produce efectos constitutivos sino meramente declarativos, situación esta reconocida tanto por el Tribunal Supremo de Justicia como por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo,…” (idem)
Finalmente, sobre este punto los recurrentes llegan a la siguiente conclusión:

“2.- Que nuestra organización sindical UNIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS, PETROQUÍMICOS, DE LOS HIDROCARBUROS Y DE SUS DERIVADOS (UNAPETROL) es, por voluntad libérrima de sus afiliados, un sindicato legalmente constituido y con personalidad jurídica propia, independientemente de la reiterada negativa por parte de este Ministerio del Trabajo de conceder el registro tantas veces solicitado.” (Folio 998)


En resumen, de acuerdo con lo alegado por los recurrentes la proyectada Unión Nacional de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, de los Hidrocarburos y sus Derivados (UNAPETROL) es un sindicato ya constituido, que tiene personalidad jurídica propia y que por tanto no requiere de la inscripción por ante el Ministerio del Trabajo.
En virtud de que en el Punto Previo, referido a la inhibición solicitada, este Despacho Ministerial se pronunció sobre el alegato de que el proyecto UNAPETROL es una organización sindical constituida, se dan aquí por reproducidos tales razonamientos y, en consecuencia, se ratifica el criterio sostenido, en virtud del cual este Ministerio estima correcto el señalamiento de que toda manifestación concurrente de voluntades dirigidas a constituir una asociación, se efectúa o existe desde el momento de la manifestación misma y no a partir de su registro. Sin embargo, debe mantenerse presente que hasta tanto el Estado no le otorgue el reconocimiento legal, tal existencia es considerada de hecho y no de derecho, precisamente porque a la autoridad competente le corresponderá verificar el cumplimiento de los requisitos mínimos previstos en el ordenamiento jurídico, determinando si tal manifestación de voluntades se adecúa a las características propias de las organizaciones sindicales, a los fines de proceder a su respectivo registro público y reconocerle personalidad jurídica. Este régimen jurídico, que explica por sí sólo la razón de ser de la petición de los promoventes, dirigida al registro de su proyecto de organización, se encuentra vigente en nuestro país, al menos, desde el año 1936. 
El Convenio N° 87 de la Organización Internacional del Trabajo reconoce que los Estados tienen la facultad de establecer condiciones para que las organizaciones de trabajadores o de empleadores puedan adquirir personalidad jurídica, al tiempo que exige que la naturaleza de tales condiciones no limite la aplicación de los artículos 2, 3 y 4 de dicho instrumento fundamental. Ello implica que la adquisición de la personalidad jurídica no deviene de la sola existencia de la manifestación de voluntad de quienes desean asociarse, sino además de que tal manifestación se corresponda con las características y requisitos mínimos previstos en el ordenamiento jurídico para las organizaciones sindicales. Dicho de otro modo, el sindicato adquiere personalidad jurídica sólo cuando se produce su registro, para lo cual éste debe cumplir con las condiciones legalmente establecidas. En nuestra legislación, los sindicatos hasta tanto no hayan sido registrados no tienen personalidad jurídica, tal y como expresamente lo señala el artículo 429 de la Ley Orgánica del Trabajo: “La inscripción de un sindicato inviste a la respectiva organización de personalidad jurídica para todos los efectos relacionados con esta Ley.” 
Ahora bien, en virtud de lo dispuesto en la citada norma, los recurrentes han señalado en su escrito lo siguiente: 
“…a tenor de lo previsto en el artículo 23 de la Constitución de la República, los tratados internacionales relacionados con derechos humanos suscritos y ratificados por nuestro país tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno y, al ser esto así, la norma contenida en el artículo 429 de la Ley Orgánica del Trabajo deviene en inconstitucional y debe ser desaplicada.” (Folio 1.008)
Sin embargo, y a pesar de lo que sostienen los recurrentes, el Convenio N° 87 de la Organización Internacional del Trabajo señala que al ejercer los derechos de libertad sindical, tanto los trabajadores como los empleadores tienen la obligación de respetar la legalidad, tal y como expresamente lo dispone el artículo 8.1 de dicho instrumento, que reza: 
“1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente Convenio, los trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están obligados, lo mismo que las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar la legalidad.” (Subrayados nuestros). 
Esta obligación se encuentra, igualmente, consagrada en el artículo 95 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, al señalar que el derecho de los trabajadores y de los empleadores a constituir organizaciones sindicales se ejerce “…de conformidad con la ley.” 
A lo que debe agregarse que si los recurrentes estiman que el artículo 429 de la Ley Orgánica del Trabajo, resulta violatorio del Convenio N° 87, deben solicitar su nulidad por inconstitucionalidad ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. 
En consecuencia, no habiendo sido aprobada la inscripción de UNAPETROL por parte del Inspector del Trabajo, no puede este Despacho compartir la afirmación hecha por los recurrentes de que la mencionada organización posee personalidad jurídica a pesar de no estar registrada, Y ASÍ SE ESTABLECE.

SEGUNDO
DE LA VALIDEZ DEL PODER OTORGADO POR UNA ASOCIACIÓN SIN PERSONALIDAD JURÍDICA PARA ACTUAR EN SEDE ADMINISTRATIVA 
De acuerdo con lo expuesto por los recurrentes en el escrito contentivo de su recurso, señalan que:


“En tal sentido, es importante resaltar que la condición de apoderados de UNAPETROL de estos ciudadanos Andrés Troconis González, Aquiles Blanco Romero y Aracelis Garfido Medina ya ha sido reconocida tanto por la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, como por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo.” (Folio 1.012)

Y añaden:

“Adicionalmente, este reconocimiento conlleva el importantísimo hecho de que las máximas autoridades judiciales del país reconocen el hecho (sic) de que nuestra organización posee personalidad jurídica, lo cual le permite otorgar poderes y representar a sus trabajadores válidamente a sus trabajadores afiliados.” (sic.) (Folio 1.010).
Sin embargo, y a pesar de lo señalado por los recurrentes, la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado, en su Providencia Administrativa de fecha 03 de julio del presente año, les indicó a los promoventes que “…mal puede constituir apoderados una proyectada organización sindical, hasta tanto se haya procedido a su registro legal y haya obtenido personalidad jurídica, tal como lo establece el artículo 429 de la Ley Orgánica del Trabajo.” (folio 943). 
Ante lo cual los recurrentes exponen las siguientes interrogantes:
“En este sentido, nos preguntamos: si la Inspectora Nacional del Trabajo Sector Privado tenía dudas en cuanto a la validez de ese mandato ¿Porqué no exigió la presentación de su original con posterioridad a su consignación?, ¿Porqué viene ahora, después de casi un (1) año de presentado el poder y de consignadas las notificaciones de afiliación de los trabajadores a nuestra organización sindical, a cuestionar la representación que se atribuyen nuestros apoderados legales?...” (Folio 1.008). 
Y en cuanto al otorgamiento del Poder por ante la Notaría Pública, los recurrentes indicaron a este Despacho Ministerial lo siguiente:
“...la formalidad de inscripción ante la Inspectoría Nacional en ningún caso produce efectos constitutivos sino meramente declarativos, situación esta reconocida tanto por el Tribunal Supremo de Justicia como por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, como se indicó ut supra y, por lo tanto, el único documento que requería la Notario Público para el otorgamiento del poder cuestionado, aparte de la Cédula de Identidad de los otorgantes, era el Documento Constitutivo y Estatutos del Sindicato. En consecuencia, al cumplirse el único requisito exigido por la ley para el otorgamiento del referido mandato, la ciudadana Notario Público actuó totalmente apegada a derecho al autenticar el mandato otorgado por nuestra organización sindical a sus abogados, sin necesidad de exigirle a ésta boleta de inscripción alguna ante el Ministerio del Trabajo, la cual, repetimos no genera efectos constitutivos a tenor de lo previsto en las normas arriba citadas.” (Folio 1.006) 

Ante tales alegatos, debe este Despacho Ministerial indicar a los recurrentes que de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, las condiciones relativas a la capacidad jurídica de los administrados serán establecidas con carácter general por el Código Civil, salvo disposición expresa de la Ley, y siendo que en este caso la Ley Orgánica del Trabajo, ley especial que rige lo referente al registro público de las organizaciones sindicales, la misma establece en su artículo 429, como ya fue expuesto ut supra, la personalidad jurídica de las organizaciones sindicales se adquiere con la inscripción ante la Inspectoría del Trabajo respectiva, según lo indicado en el artículo 420 eiusdem. Por tanto, los argumentos expuestos sobre este aspecto por este Despacho Ministerial se dan aquí por reproducidos, más aún cuando en el artículo 26 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos la representación de los promoventes o adherentes podía realizarse, bien, por simple designación en la petición o recurso o, bien, “acreditándola por documento registrado o autenticado”.
Así pues, la representación que reclaman los mencionados abogados podía efectuarse a través de la simple designación de quienes actuaban como promoventes o adherentes, según los casos, incluso sin la formalidad de autenticación, por medio de cartas-poderes. En lugar de ello, tales promoventes o adherentes podían otorgar representación en apoderados, para que actuasen en su propio nombre, a través instrumento-poder registrado o autenticado. 
En el supuesto del otorgamiento de un instrumento-poder por parte de una persona jurídica, dentro de las cuales se encuentran las organizaciones sindicales debidamente registradas, de conformidad con el artículo 155 del Código Procedimiento Civil, corresponde a sus representantes “enunciar en el poder y exhibir al funcionario los documentos auténticos, gacetas, libros o registros que acrediten la representación que ejercen”. Ello, adicionalmente, se corresponde con la práctica del foro laboral.
Por tanto, las menciones a los actos emitidos por el Tribunal Supremo de Justicia y por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, sobre la base de un instrumento poder que no cumple con las formalidades exigidas por el ordenamiento jurídico, no confiere, ni otorga personalidad jurídica a la proyectada organización sindical denominada UNAPETROL, como erradamente alegan los recurrentes, máxime cuando dichos actos judiciales no fueron objeto de controversia y, por tanto, no estuvieron sometidos al control alguno. Y ASI SE ESTABLECE. 

TERCERO
DE LOS REQUISITOS PARA EL REGISTRO 
DE UNA ORGANIZACIÓN SINDICAL 
Y LA PROHIBICIÓN DE CONSTITUIR SINDICATOS MIXTOS
De conformidad con lo establecido en el artículo 420 de nuestra Ley Orgánica del Trabajo “Los sindicatos que aspiren a organizarse regional o nacionalmente deberán registrarse por ante la Inspectoría Nacional del Trabajo.” Al hacer su solicitud de registro, los solicitantes deben presentar copia del acta constitutiva, un ejemplar de los estatutos y la nómina de sus miembros fundadores, los cuales deben estar firmados por todos los miembros de la junta directiva, tal y como expresamente lo establece el artículo 421 eiusdem.
Con respecto al cumplimiento de tales requisitos, los recurrentes señalan en su escrito lo siguiente: 

“Nuestra representada ya había consignado todos y cada uno de los documentos a que se refieren los artículos 421, 422 y 423 de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir había cumplido con su carga de consignar, conjuntamente con su solicitud, el Documento Constitutivo de la organización y sus Estatutos, así como una nómina de los miembros fundadores en la cual se indicó con precisión sus nombres y apellidos, la nacionalidad, edad, profesión u oficio y domicilio de todos y cada uno de los miembros fundadores del sindicato. En consecuencia no existía norma legal alguna que nos obligara a señalar, como erradamente sostuvo dicho funcionario del trabajo “…el carácter o la condición específica de los trabajadores promoventes del proyecto de organización sindical…”. En tal sentido, nos preguntábamos: ¿De dónde sacó tal “requisito”?, toda vez que ni la Ley Orgánica del Trabajo ni la norma de rango sub-legal que se invocó como infringida, es decir, su reglamento, lo mencionan.” (Folio 1.004. Subrayado nuestro).
Lo cual es ratificado con el párrafo siguiente:
De otra parte, conviene señalar que la pretensión del Funcionario del Trabajo de solicitarle a los promoventes del sindicato que precisen en detalle “…la calificación del cargo que ocupan cada uno de ellos, según la naturaleza de los servicios que prestan para la sociedad mercantil Petróleos de Venezuela, S.A…” es decir, que precisen “…en detalle la índole de las actividades desarrolladas por cada uno de los trabajadores, a fin de poder calificar su verdadera condición laboral…”, constituye una extralimitación de funciones y una injerencia prohibida en la materia protegida por el artículo 95 de la constitución (sic) y el Convenio 87, tantas veces citado y, así mismo, viola el contenido del artículo 424 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual no señala que tales requisitos deban indicarse en la nómina de los fundadores.” (Folio 1.002. Subrayado nuestro).

A pesar de lo expuesto por los recurrentes, debe este Despacho Ministerial señalarles que por auto de fecha 06 de enero de 2.003, el ciudadano Director de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo del Sector Privado, indicó lo siguiente:
“...de los recaudos que acompañan los adherentes, se evidencia que un significativo número tanto de promoventes como de empleados que se adhieren forman parte de las nóminas mayor y ejecutiva de la empresa Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), al desempeñar (como se desprende de los listados consignados), cargos de jefes, gerentes, supervisores y asesores. Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 51 de la Ley orgánica del Trabajo “...las personas que ejerzan funciones de dirección o administración se considerarán representantes del patrono aunque no tengan mandato expreso...” y tomando en cuenta que los representantes del patrono son, a su vez, empleados de dirección a tenor de lo establecido en el artículo 42 del referido texto legal lo que podría imposibilitarles o impedirles para cumplir con las finalidades establecidas para los sindicatos de trabajadores, ya que al ser representante del patrono no podrían, al mismo tiempo, representar y defender a los trabajadores, en las negociaciones y conflictos colectivos de trabajo así como en los procedimientos de conciliación y arbitraje, tal y como lo establece el artículo 408 de la comentada Ley.” (Folio 464. Subrayado nuestro).

Y agregó el citado auto:
“...la constitución de una organización sindical integrada por representantes del patrono o empleador, así como la participación de éstos en la Junta Directiva de la referida organización, asumiendo la representación de los trabajadores frente a la empresa, pudiera conllevar a la violación del denominado “Principio de Pureza” a que se refiere el artículo 148 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual establece la prohibición de constituir organizaciones mixtas.” (Folio 463) 
De la lectura de la motivación, parcialmente citada, contenida el auto de fecha 06 de enero del presente año, se aprecia que los recurrentes habían sido debidamente informados acerca de la prohibición legal de constituir sindicatos mixtos, puesto que ello conlleva a franca violación al “principio de pureza”, y al solicitarle a los promoventes, tal y como consta en el auto de fecha 09 de diciembre de 2.002 (folios 305 al 308) que corrigieran las referidas deficiencias “...mediante la ampliación de la información y la documentación aportada de manera inicial...”, no tiene otro propósito sino de acatar la Resolución Ministerial N° 2560, de fecha 11 de noviembre de 2002, mediante la cual se ordenó al funcionario que informe a los solicitantes si existe alguna deficiencia en la documentación consignada para el trámite de registro, para que, en ese caso, las mismas puedan ser subsanadas de conformidad con la disposiciones que regulan la materia. Con ello el funcionario en cuestión, salvaguardaba el ejercicio de los derechos de información y de defensa de los administrados, inherentes al proceso de registro del proyecto de organización sindical. Ya que si bien los promoventes consignaron la nómina de los miembros fundadores y en ella se indicó la profesión u oficio, en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 424 de la Ley Orgánica del Trabajo; no es menos cierto que la Inspectoría del Trabajo, en dos oportunidades -09 de diciembre de 2.002 y 06 de enero de 2.003- les advirtió a los promoventes que, de conformidad con nuestra legislación, no era posible la constitución de sindicatos conformados por representantes del patrono que tuvieran por finalidad representar a los trabajadores, puesto que ello implica una violación al denominado “principio de pureza”. 
Por lo demás, dichos promoventes tuvieron la oportunidad de brindar la información requerida y, bien, subsanar las deficiencias que derivaban de la propia solicitud que dio inicio al procedimiento de registro del proyecto de organización sindical. Dicha oportunidad se extendió por más de siete meses, toda vez que por la errada y extemporánea interposición de un recurso de nulidad ante la Sala Política Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, tramitado bajo el expediente N° 2002-1071, fueron remitidos respetuosamente los antecedentes administrativos ante dicho órgano jurisdiccional. 
Pero, aún así, los recurrentes han sostenido que este “principio de pureza” “...por demás que es ilegal, inconstitucional y violatorio del Convenio 87, suscrito y ratificado por la República con la Organización Internacional del Trabajo, toda vez que ninguna (sic) de los cuerpos legales citados consagran tal limitación.” (Folio 1.006). Sin embargo, y a pesar de lo señalado por los recurrentes, el “principio de pureza” se encuentra previsto en el artículo 148 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, imponiendo un requisito que debe ser imperativamente tutelado por el Inspector del Trabajo y, por lo demás, es reconocido internacionalmente. Así, refiriéndose al mismo, el reconocido laboralista uruguayo Oscar Ermida Uriarte (1.999) señaló lo siguiente:
“...el principio de pureza constituye también una de las garantías de la libertad sindical colectiva ante el empleador y las organizaciones de empleadores. 
Según dicho principio, cada asociación profesional debe aglutinar exclusivamente a trabajadores o empleadores en su caso, lo que viene a excluir los denominados “sindicatos mixtos” que nuclean a trabajadores y empleadores en una misma asociación.” 3 
En este mismo sentido, el Convenio N° 98 sobre el Derecho de Sindicación y de Negociación Colectiva establece en su artículo 2, lo siguiente:
“Las organizaciones de trabajadores y de empleadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras, ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento o administración.
Se consideran actos de injerencia, en el sentido del presente artículo principalmente, las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores, o a sostener económicamente o en otra forma organizaciones de trabajadores, con objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de empleadores.” (subrayado añadido).
En consecuencia, al haber suscrito y ratificado el Convenio citado, el Estado asume el deber que éste impone de garantizar adecuada protección a las organizaciones de trabajadores respecto de cualquier acto de injerencia que puedan realizar los patronos, directamente o a través de sus representantes o agentes, considerándose como acto de injerencia, entre otros, las medidas que tiendan a fomentar organizaciones de trabajadores con el propósito de ser controladas por los empleadores. De allí, que cuando el Inspector del Trabajo, en acatamiento a la Resolución N° 2.560 dicta el auto con fecha 09 de diciembre de 2.002 y solicita a los promoventes ampliar la información aportada, a fin de “…determinar con certeza el carácter o la condición específica de los trabajadores promoventes del proyecto de organización sindical...” (folio 308), y se les informa en dos oportunidades la existencia del “principio de pureza”, les está dando las más amplias libertades de traer a los autos todo cuanto considerara pertinente y que permitiera comprobar que aún habiéndose señalado los mismos promoventes como directores, gerentes, administradores, jefes de relaciones industriales, no eran representantes del patrono, con lo cual desvirtuarían la presunción legal contenida en los artículos 42 y 51 de la Ley Orgánica del Trabajo. El Inspector Nacional del Trabajo no creó un nuevo requisito, tal y como lo señalan los recurrentes; este funcionario sólo se limitó a proteger el derecho de los promoventes de traer todo cuanto consideraran necesario, sin limitación alguna, que permitiera determinar la procedencia o no del registro del proyecto de UNAPETROL, sin que resultaran violadas las disposiciones nacionales e internacionales, que obligan al Estado a garantizar la protección que debe brindar a los sindicatos de trabajadores, ante la posibilidad cierta de expedir un registro a un sindicato mixto. De allí que no puede este Despacho Ministerial estar de acuerdo con el señalamiento hecho por los recurrentes en el sentido que el Inspector del Trabajo les exigió requisitos no previstos en la legislación; así como tampoco que el auto era vago e impreciso y que ello cercenó su derecho a la defensa y al debido proceso, Y ASÍ SE ESTABLECE.

CUARTO
DE LA PROHIBICIÓN A LOS EMPLEADOS DE DIRECCIÓN 
DE CONSTITUIR SINDICATOS 
DE TRABAJADORES O DE AFILIARSE A ESTOS
De conformidad con lo establecido en el artículo 148 de Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo vigente, al consagrar el “principio de pureza”, establece además en su parte in fine, la prohibición expresa a la que se encuentran sometidos los empleados de dirección de constituir sindicatos de trabajadores o afiliarse a éstos; prohibición expresa esta redactada en los términos siguientes: “Los empleados de dirección no podrán constituir sindicatos de trabajadores o afiliarse a estos.” Dicha prohibición fue establecida a través del Decreto N° 3.095, de fecha 09 de diciembre de 1998, publicada en la Gaceta Oficial N° 5.292 Extraordinario, de fecha 25 enero de 1999, como una medida para garantizar el cumplimiento del “principio de pureza”.

Sin embargo, y a pesar de la claridad de esta disposición, los recurrentes exponen en su escrito un razonamiento que contraviene la norma citada:
“La Providencia Administrativa objeto del presente Recurso jerárquico fundamenta su negativa o abstención de registro de nuestro sindicato en los siguientes hechos:

1.- En que los trabajadores, miembros fundadores de UNAPETROL, son empleados de la Nómina Mayor y Nómina Ejecutiva de la empresa Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA).
Ahora bien, este argumento en modo alguno impide que dichos trabajadores ejerzan su derecho a sindicarse en los términos a que se contraen los artículos 2, 3 y 7 del Convenio 87 suscrito por la República con la OIT; el artículo 95 de la Constitución Nacional; y el artículo 400 de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir, ejerzan su derecho a la sindicación en forma libre, voluntaria, sin distinción alguna y sin necesidad de autorización previa.
2.- Que “varios de los promoventes…ocupan cargos dentro de los grupos 30 al 32…y que existen promoventes que ocupan posiciones inmediatas de dirección…”
Este alegato no impide que estos trabajadores ejerzan su derecho a la sindicación dado que ese derecho no puede ser objeto de discriminación y, así mismo, no está sometido a limitación alguna, a tenor de lo previsto en las normas arriba indicadas.” (Folio 1.002). 
Y para reforzar lo anterior indicaron:
“En tal sentido, informamos al Despacho que de conformidad con lo previsto por el artículo 32 de la Ley Orgánica de Hidrocarburos, las únicas personas consideradas como personal de dirección son aquellas que conforman las Juntas Directivas de las empresas de la industria petrolera estatal y, en el caso que nos ocupa, ninguno de los trabajadores afiliados al sindicato forman parte de alguna de las Juntas directivas a que hicimos mención.” (Folio 999).
Con respecto a este último alegato, este Despacho Ministerial indica a los recurrentes que el artículo 32 del Decreto con rango y fuerza de Ley Orgánica de Hidrocarburos, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.323 de fecha 13 de noviembre de 2.001, establece:
“Artículo 32.- Los trabajadores y trabajadoras de las empresas petroleras estatales, con excepción de los integrantes de las Juntas Directivas de las empresas, gozarán de estabilidad en el trabajo y sólo podrán ser despedidos por las causales expresamente consagradas en la legislación laboral. Igualmente, el Estado garantizará el régimen actual de contratación colectiva y el goce de las reivindicaciones sociales, económicas, asistenciales, sindicales, de mejoramiento profesional y todas aquellas establecidas en la contratación colectiva y en la legislación laboral, así como aquellos bonos o primas y demás percepciones y emolumentos que como incentivo a la eficiencia, y que por uso y costumbre y por aplicación de normas de administración de personal, tradicionalmente vienen disfrutando los trabajadores conforme a la política seguida por las empresas en esa materia” (Negrillas nuestras)
Del citado artículo se establece el derecho de los trabajadores de la industria petrolera estatal a la estabilidad y a la negociación colectiva, quedando excluidos los miembros de las Juntas Directivas; y contrariamente a lo expuesto por los recurrentes en opinión de la Consultoría Jurídica de este Ministerio, contenida en el Dictamen Nº 12 del presente año, se expuso lo siguiente:


“…en criterio de esta Consultoría Jurídica los trabajadores de las empresas petroleras, incluyendo los trabajadores de confianza, se rigen por el mismo régimen de estabilidad relativa o impropia aplicable al resto de los trabajadores que laboran en Venezuela, el cual se encuentra establecido en los artículos 112 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo (salvo los casos de inamovilidad), quedando excluidos los trabajadores de dirección, sean éstos de la nómina mayor o ejecutiva de PDVSA.” 4

En igual sentido, el Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, ha señalado de manera pacífica y reiterada que los empleados de la industria petrolera que desempeñan cargos clasificados como de nómina mayor o ejecutiva, pueden ser considerados como empleados de dirección, tal y como expresamente se indica en la sentencia Nº 128 de fecha 28 de febrero de 2002.
Y siendo que en el presente caso los mismos promoventes, al consignar la nómina de los miembros fundadores, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 424 de la Ley Orgánica del Trabajo, señalan con su puño y letra, esto es, de manera voluntaria o por iniciativa propia, que ocupan cargos de gerentes, administradores, jefes de personal, al igual que realizan tal aseveración en diferentes medios de comunicación masiva, por lo que tal condición dentro de la empresa, es un hecho público, notorio y comunicacional; los cuales la misma Ley en su artículo 51 establece que son cargos de dirección y, en consecuencia, representantes del patrono, de acuerdo con lo previsto en el artículo 50 eiusdem. Ello impide a estos empleados de dirección constituir un sindicato de trabajadores o afiliarse a un sindicato de éstos previamente constituido, tal y como expresamente lo dispone la parte in fine del artículo 148 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo.
Tal condición de empleado de dirección en el caso de, al menos, 36 de los promoventes o fundadores, fue determinada en la Providencia Administrativa N° 2003-027 recurrida, en sus folios 926 al 940, sin que existan para este Despacho dudas sobre el examen efectuado por la Inspectora Nacional del Trabajo que conoció el caso, cuya motivación se da por reproducida en la presente Resolución. 
Por tanto, estando legalmente prevista la prohibición indicada, la cual se encuentra en completa sintonía con la previsión contenida en el artículo 2 del Convenio N° 98 de la Organización Internacional del Trabajo, no podrían los representantes o agentes del patrono o empleador, pretender constituir una organización de trabajadores. Y ASÍ SE ESTABLECE.
QUINTO
DE LA PROHIBICIÓN A LOS PATRONOS DE INTERVENIR 
EN LA CONSTITUCIÓN DE UNA ORGANIZACIÓN SINDICAL DE TRABAJADORES Y DE LA FACULTAD DE LA ADMINISTRACIÓN 
DE CUMPLIR TODAS LAS ACTUACIONES NECESARIAS PARA 
EL MEJOR CONOCIMIENTO DEL ASUNTO QUE DEBA DECIDIR
Ahora bien, así como la Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo solicitó a los promoventes ampliar la información aportada con su solicitud de registro, a fin de poder determinar el carácter o la condición específica de éstos, ordenó al patrono, en atención a lo previsto en los artículos 28 y 53 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, traer a los autos toda la información pertinente que se encuentre en sus archivos relacionada con la prestación de servicios de cada uno de los promoventes (folio 306). Y respecto de lo cual los recurrentes han señalado lo siguiente: “...no entendemos que la Inspectoría Nacional del Trabajo crea o mejor trate de aplicar, en franca violación del procedimiento establecido en la ley especial que rige la materia, requisitos y procedimientos no establecidos legalmente...” (Folio 1.004) Y más adelante agregan: 

“Con tal actuación la Dirección de Inspectoría Nacional del Trabajo reconoció de manera expresa haberle dado validez a la inconstitucional e ilegal argumentación expuesta por la patronal de la supuesta mixtura de la proyectada organización sindical (…) violando de manera evidente el artículo 443 eiusdem, que en su literal b) prohíbe la interferencia patronal “en la constitución de una organización sindical de trabajadores…” (Folio 1003. Destacado en el original).

Sin embargo, y a pesar de lo expuesto, los recurrentes hacen una interpretación muy particular del artículo 443 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como una clara omisión del auto de fecha 06 de enero del presente año y de lo previsto en los artículos 28 y 53 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, normas éstas aplicables en el procedimiento laboral en virtud de lo dispuesto en el artículo 264 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, hoy derogado pero vigente para la fecha de los referidos autos. 
Ciertamente, el artículo 443 de nuestra Ley Orgánica del Trabajo establece expresamente que “Los patronos no podrán: b) Intervenir por sí o por interpuesta persona en la constitución de una organización sindical de trabajadores o en alguno de los actos que deban realizar los sindicatos de trabajadores en ejercicio de su autonomía, como la elección de su junta directiva,...” Pero el caso es que los promoventes olvidan que al ser empleados de dirección son, al mismo tiempo, representantes del patrono, y pasan por alto, que la prohibición de intervención en la constitución de un sindicato de trabajadores está dirigida, tanto a los patronos como a sus representantes o agentes, en el sentido del artículo 2 del Convenio 98 de la Organización Internacional del Trabajo, ya citado. Por lo que siendo deber del Estado brindar adecuada protección contra todo acto de injerencia de los empleadores respecto de las organizaciones de trabajadores, ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento o administración, no puede considerarse que haya habida una violación del artículo 443 de la Ley Orgánica del Trabajo, cuando lo que se pretende es precisamente hacer cumplir dicha norma en toda su integridad, evitando que un grupo de agentes o representantes del patrono tengan injerencia en la constitución de un sindicato de trabajadores.
Pero, según los recurrentes, la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo, “en franca violación del procedimiento establecido en la ley especial que rige la materia, estableció requisitos y procedimientos no establecidos legalmente”. Sin embargo, y a pesar de lo expuesto, debe este Despacho Ministerial indicar y recordar a los recurrentes que las órdenes impartidas a los promoventes y a la empresa, para que trajeran a los autos documentos que demostraran la condición específica de los primeros, corresponden a autos publicados los días 29 de julio de 2002, 09 de diciembre de 2.002 y 06 de enero de 2003, fechas éstas en las cuales aún se encontraba vigente lo previsto en el artículo 264 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual regulaba la Prelación de Fuentes en los procedimientos administrativos laborales, y establecía en su Parágrafo Segundo lo siguiente:“En el resto de los procedimientos administrativos, se aplicarán con preferencia las normas adjetivas previstas en leyes especiales y, supletoriamente, regirá lo dispuesto en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.” (Subrayado nuestro). 5
Resulta pertinente aclarar que cuando esta norma refería al “resto de los procedimientos administrativos”, lo hizo para diferenciarlo del procedimiento en el que la autoridad administrativa interviene en la resolución de un conflicto intersubjetivo entre particulares de otros procedimientos administrativos, como por ejemplo el referido al registro de organizaciones sindicales. Cabe destacar que la doctrina ha denominado al procedimiento referido al conflicto intersubjetivo como “procedimientos cuasi jurisdiccionales”, que en nuestro caso corresponde a los procedimientos de fuero sindical y demás inamovilidades laborales. Pero en el caso del procedimiento de registro de una organización sindical se ubica en los que el referido Parágrafo denomina “el resto de los procedimientos administrativos”, lo que faculta a la Administración del Trabajo para aplicar, supletoriamente, lo previsto en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. 
En consecuencia, no hubo violación de disposición legal alguna cuando la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo acordó basar sus actuaciones en lo previsto en los artículos 28 y 53 de la referida Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, la cual aplicó de manera supletoria. En tal sentido, debe concluirse que la solicitud realizada por la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado sólo no creó un procedimiento distinto al legalmente previsto, toda vez que sus actuaciones estuvieron basadas en las normas indicadas, aplicadas de manera supletoria en virtud de lo dispuesto en el entonces vigente artículo 264 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, con las que se buscaba determinar con certeza la verdadera realidad por encima de las formas o apariencias, máxime cuando en el presente caso se presume la existencia de posibles prácticas violatorias de normas de orden público, como es la referida al “principio de pureza”, cuya violación implica un menoscabo a los derechos de libertad sindical de los trabajadores de la industria petrolera venezolana. 
Por otra parte, cabe destacar que los recurrentes también omiten lo expuesto en el auto de fecha 06 de enero del presente año, el que la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado, al ratificar el auto del 09 de enero de 2.002, expuso lo siguiente:
 

“De la misma manera, por cuanto es de imperativo cumplimiento para la Administración del Trabajo ceñir sus actuaciones a las leyes según lo dispuesto en el artículo 589 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como velar por el cumplimiento del principio constitucional de la prevalencia de la realidad sobre las formas o apariencias en las relaciones laborales, como expresamente lo indica el artículo 89, numeral 1 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se impone ordenar a la sociedad mercantil Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), en tanto administrado, la consignación de los documentos que permitan verificar la certeza de la información aportada por los adherentes, con relación a los cargos que efectivamente desempeñan los afiliados al proyectado sindical UNAPETROL, de conformidad con el artículo 131 de nuestra Carta Magna, en concordancia con el artículo 28 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. A todo evento, se le advierte a Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), que el requerimiento de información y documentación no otorga el carácter beligerante a la referida empresa para intervenir en ese procedimiento de registro de sindicato, pues ello implicaría una injerencia del empleador prohibida en el artículo 443 de la Ley Orgánica del Trabajo, y en el artículo 2 del Convenio N° 98 de la Organización Internacional del Trabajo. ASI SE DECIDE” (Folio 463. Negrillas del Despacho).
Del texto citado se evidencia que al dictar su auto, además de tener fundamento legal y reglamentario para ello, advirtió clara y enfáticamente a la empresa que la información requerida no le daba carácter beligerante, es decir, no la hacía parte del procedimiento de registro del proyecto UNAPETROL, ya que ello podría implicar una violación de lo dispuesto en el artículo 443 de la Ley Orgánica del Trabajo y del artículo 2 del Convenio N° 98 de la Organización Internacional del Trabajo. 
Esta línea de actuación de la Administración del Trabajo, por lo demás, se corresponde con la previamente adoptada en la Providencia Administrativa N° 2002-036, de fecha 02 de agosto de 2002, particularmente en los folios 243 y 243, en relación con una comunicación remitida por la Directora Ejecutiva de Organización y Recursos Humanos de la sociedad mercantil Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA), señora Leonor de Herrera. 
En tal virtud, este Despacho desecha el alegato de los recurrentes en el sentido de que la información solicitada por la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado a los promoventes y a la empresa constituya una violación al procedimiento y a lo previsto en el artículo 443 ejusdem, Y ASÍ SE ESTABLECE.
SEXTO
DE LA FALTA DE SUBSANACIÓN Y DE LA PRESUNTA VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO Y EL DERECHO A LA DEFENSA
Al referirse al auto de fecha 09 de diciembre de 2.002, por el cual el Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado ordenó a los promoventes del proyecto UNAPETROL ampliar la información consignada, los recurrentes indicaron que contra ese auto interpusieron “formal Recurso de Reconsideración” argumentando, entre otros, lo siguiente:
 

“Dicho “AUTO” era vago e impreciso al no definir con claridad “¿A cuáles deficiencias se refería la Inspectoría Nacional?; ¿en qué consistía la “ampliación de la información y la documentación aportada?, o, si es que mi representada debía probar que sus afiliados no desempeñan cargos de dirección o de representación patronal aún cuando ello, además de ilegal, constituía un alegato del patrono...” (Folio 1.004) 
Y más adelante agregan:
“Pues bien, ninguna de esas interrogantes y vaguedades fueron aclaradas por ese Despacho toda vez que ni siquiera decidió el Recurso de Reconsideración Interpuesto, por el contrario, en abierta violación a las normas constitucionales y legales que atienden el derecho a la defensa y al debido proceso que debe garantizársele a nuestro sindicato, dictó una Providencia Administrativa...” (Folio 1.003)
Lo cual es ampliado en el párrafo siguiente: 
“Es decir, la Dirección de Inspectoría Nacional del Trabajo Sector Privado no solo dejó en total indefensión a nuestro sindicato al dictar en fecha 09 de diciembre de 2.002 una Providencia absolutamente vaga e imprecisa; no solo no decidió el Recurso de Reconsideración interpuesto; sino que terminó dictando en fecha 03 de julio de 2.003 una Providencia Administrativa mediante la cual decidió abstenerse de registrar nuestra organización sindical.” (Folios 1.002 y 1003)
Finalmente, luego de todo lo expuesto, concluye:
“5.- que la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado no indicó con claridad ni precisión, en los Actos Administrativos dictados en fecha 09 de diciembre de 2.002 y 06 de enero de 2.003, cuales deficiencias debían ser corregidas por mi representada, lo cual coartó a nuestra organización a sí (sic) como a sus afiliados el cabal ejercicio de los derechos constitucionales y legales en orden a la sindicación.
6.-Que la ciudadana Directora de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos del Trabajo del Sector Privado, no decidió el Recurso de Reconsideración interpuesto por nuestros apoderados legales en fecha 08 de enero de 2.003, sino que por el contrario dictó la ilegal Providencia Administrativa objeto del presente Recurso de reconsideración.” (Folio 997).
De todo lo expuesto por los recurrentes se aprecia que los mismos denuncian dos hechos concretos, a saber: a) que el auto por el cual se ordenó subsanar las deficiencias era vago e impreciso; y b) que el Recurso de Reconsideración interpuesto contra el auto de fecha 09 de diciembre de 2.002 no fue decidido, y antes por el contrario la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado dictó su decisión definitiva mediante la cual se abstuvo de registrar a UNAPETROL. Al respecto, este Despacho Ministerial hace las consideraciones siguientes:
En relación al primero de lo argumentos, esto es, la supuesta vaguedad e imprecisión de los autos de fecha 09 de diciembre de 2002 y del 06 de enero de 2003, resulta claro que la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado, ajustando su conducta a los principios de libertad sindical, particularmente evitando cualquier intervención indebida, en términos respetuosos solicitó a los promoventes datos e informaciones complementarias que permitieran evaluar la condición de ellos. Esa solicitud de manera inmediata se realizó en cumplimiento de la Resolución Ministerial N° 2.560, antes identificada. Ahora bien, ante la ausencia de la información requerida a los promoventes, nuevamente se expide en fecha 06 de enero de 2003, un nuevo auto indicando los riesgos de vulneración del “principio de pureza”, cuya vigencia se deriva del artículo 148 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, tal y como fue citado ut supra. Este último auto, enmarcado en el mandato de la mencionada Resolución Ministerial fue absolutamente preciso y concreto.
Ya se ha informado que los promoventes tuvieron la oportunidad de subsanar e informar a la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado sobre lo requerido, al menos, durante seis (6) meses antes de que se dictara la Providencia Administrativa recurrida, sin que se cumpliera lo solicitado por la Administración del Trabajo en apego a las disposiciones que rigen su actuación. 
Por su parte, en torno al hecho que el auto de fecha 09 de diciembre de 2.002, por el cual la Dirección de Inspectoría Nacional Sector Privado ordenó subsanar las deficiencias, auto éste del cual los promoventes fueron notificados en fecha 17 del mismo mes y año, lo que implicaba que dentro de los 15 días siguientes éstos podían ejercer el recurso de reconsideración de conformidad con lo establecido en el artículo 94 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, como efectivamente lo hicieron en fecha 08 de enero de 2.003, por lo que dicho recurso ha debido ser resuelto por el funcionario que lo dictó. Ahora bien, no habiendo sido resuelto dentro de los 15 días siguientes a la interposición del recurso, los promoventes tenían el derecho de interponer el Recurso Jerárquico de acuerdo con lo establecido en el artículo 95 eiusdem, toda vez que ante el silencio administrativo de la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos de Trabajo del Sector Privado, debía entenderse que dicha reconsideración había sido negada, tal y como expresamente lo establece el artículo 4 de la misma Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en los términos siguientes:
 

“Artículo 4. En los casos que un órgano de la administración pública no resolviere un asunto o recurso dentro de los correspondientes lapsos, se considerará que ha resuelto negativamente y el interesado podrá intentar el recurso inmediato siguiente, salvo disposición expresa en contrario. Esta disposición no releva a los órganos administrativos, ni a sus personeros, de las responsabilidades que le sean imputables por la omisión o la demora.” (Subrayado nuestro).
Es decir, una vez transcurrido el lapso de quince (15) días que la ley orgánica otorga al funcionario para resolver el recurso de reconsideración y éste no ha decidido, inmediatamente nace el derecho de los administrados de interponer el recurso inmediato siguiente, en este caso, el Recurso Jerárquico por ante este Despacho Ministerial en virtud de haber operado el silencio administrativo negativo, pero al no haberlo hecho, el acto recurrido ha quedado firme y debe entenderse que los interesados han aceptado la decisión negativa y, en consecuencia, deben cumplir con la orden impartida de ampliar la información consignada con su solicitud.
En virtud de lo expuesto, este Despacho no comparte la opinión de los recurrentes en el sentido de que con los autos de fechas 09 de diciembre y 06 de enero de 2.003 le fue conculcado su derecho a la defensa, ya que el hecho que los promoventes no ejercieran los derechos que la legislación les otorga, no puede serle atribuida a la Administración como una conculcación de tales derechos, y así se establece. 
SEPTIMO
DE LOS REQUISITOS PARA 
ADHERIRSE A UN SINDICATO EN FORMACIÓN
Luego de la presentación de la solicitud de registro del proyecto UNAPETROL y demás documentos ante la Dirección de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos de Trabajo del Sector Público de este Ministerio del Trabajo, los promoventes y, posteriormente, los abogados quienes señalan representar a dicho proyecto de organización sindical, presentaron un conjunto de listas con nombres y demás datos de personas que, de acuerdo con los presentantes, representaban a trabajadores que manifestaban su voluntad de adherirse al proyectado sindical. Sin embargo, en su Providencia Administrativa de fecha 03 de julio del presente año, la Directora de Inspectoría Nacional y otros asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado indicó, entre otros aspectos, que al no haber sido firmadas las mencionadas listas “jamás se configuró la adhesión de ninguno de tales empleados, por cuanto no existe expresa manifestación de voluntad de los mismos”. En vista de este señalamiento, los recurrentes en su escrito hacen las siguientes consideraciones: 
 

“La finalidad de la notificación a que se refiere el artículo 450 no es otra que la de otorgarle una protección especial que se traduce en un fuero sindical para todos aquellos trabajadores que se afilien a una organización sindical que se encuentre en ese momento en proceso de registro ante el Ministerio del Trabajo. Es decir, el bien jurídico tutelado por el Estado es la persona del trabajador que ejerce un derecho humano fundamental, como es el derecho de asociación cuya vertiente laboral es el derecho a la sindicación, con la finalidad de evitar que el patrono pueda ejercer presiones indebidas sobre su persona con ocasión del ejercicio de ese derecho constitucional. Por tanto, no es cierto que sea el trabajador quien en forma directa tenga que hacer esa notificación toda vez que la misma puede ser hecha por el sindicato al cual se encuentra afiliado o mediante una simple designación otorgada por éste a cualquier persona, en los términos a que se contrae el artículo 26 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.” (Folios 1.014 y 1.015. Subrayados nuestros)

También exponen que la solicitud de adhesión no requiere estar firmada:


“Resulta igualmente importante el destacar que, con base en lo previsto en la Ley Orgánica del Trabajo, no constituye un requisito de obligatorio cumplimiento que las notificaciones a que se contrae el artículo 450, en su parte “in fine” deban estar suscritas por el trabajador interesado.” (Folio 1.010. Subrayado nuestro)
Razonamiento éste que es explicado por los recurrentes en los términos siguientes:
“En efecto, cuando el Legislador ha establecido como requisito que determinada notificación, participación o solicitud esté suscrita por el trabajador interesado, lo ha señalado expresamente en la norma. Así resulta, por ejemplo, de lo previsto en el artículo 421 de la Ley Orgánica del Trabajo cuando indica que la copia del Acta Constitutiva, el ejemplar de los Estatutos y la nómina de los miembros fundadores, deben ir firmados por todos los miembros de la Junta Directiva. Similar situación se presenta en el encabezado del artículo 450 con la notificación formal de constitución de un sindicato, la cual debe ir firmada por los trabajadores interesados.
En el presenta caso, el legislador no estableció taxativamente como si lo hizo en los casos antes citados, la obligación de lo (sic) adherentes de firmar de puño y letra la notificación de adhesión, por la sencilla razón de que esa notificación puede hacerla el sindicato mismo, en atención a sus deberes y facultades o cualquier persona designada por éste.” (Folio 1.010. Subrayado nuestro)
Y de una manera más enfática indican a este Despacho Ministerial lo siguiente:
 

“Ciudadana Ministro, el acto de notificación de la adhesión de los trabajadores a UNAPETROL que aparecen en los diferentes listados que se consignaron en el expediente administrativo contienen todos los datos necesarios que le permitían a esa Inspectoría Nacional conocer quienes estaban ejerciendo su derecho a la sindicación en nuestra organización sindical, es decir, el acto de notificación alcanzó la finalidad para la que estaba destinado y, pretender obviar sus efectos bajo la írrita perspectiva de que en dichos listados no aparecía la firma autógrafa de los trabajadores adherentes al sindicato demuestra desconocimiento de la legislación venezolana e interés manifiesto por parte de la citada funcionaria en las resultas de este procedimiento.” (Folio 1009. Subrayado nuestro).
En resumen, según los recurrentes, los trabajadores que pretendan adherirse a un sindicato en formación no están obligados a hacer la notificación directamente ante el Inspector del Trabajo, así como tampoco resulta necesario que la misma esté firmada por el adherente con su puño y letra. En el primer caso porque la notificación puede ser realizada a través del sindicato o por intermedio de cualquier persona que éste designe, y en el segundo caso, porque sólo puede exigirse la firma en los casos que la ley lo establezca expresamente. Al respecto este Despacho expone las siguientes consideraciones:
En lo que respecta de la exigencia de la notificación directa, ciertamente la norma no exige que el adherente deba dirigirse personalmente ante la Inspectoría del Trabajo en la que se esté tramitando el registro público de la organización sindical e, igualmente, es cierto que la misma puede ser hecha por cualquier persona que éste designe de conformidad con lo establecido en el artículo 26 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, sin perjuicio de otros medios o instrumentos de representación; pero en todo caso, el representante ha de ser designado directamente en la misma petición, que en este caso lo constituiría el texto de la notificación, o por medio de documento registrado o autenticado. En otras palabras, ciertamente la norma no exige que el trabajador concurra personalmente a notificar su propósito de adherirse al sindicato en formación, pero en el caso que lo haga a través de un representante designado por él, la misma debe acompañarse al momento de la notificación, por lo que en opinión de este Despacho Ministerial, al no haber sido presentadas las listas de supuestos adherentes con la designación a la que refiere la norma invocada por los recurrentes, no puede considerarse que tales adhesiones hayan sido presentadas por representante alguno. 
En este mismo sentido, también debe destacarse que, los recurrentes han señalado que la notificación podía hacerla UNAPETROL por cuanto esta organización estaría actuando de conformidad con lo establecido en los artículos 407 y 408 de la Ley Orgánica del Trabajo así lo establecen; sin embargo debe indicarse a los recurrentes que esta norma es procedente para los sindicatos que han sido registrados y han adquirido previamente personalidad jurídica, tal y como expresamente lo establece el artículo 429 eiusdem.
Asimismo, ante la singular interpretación de los recurrentes, según la cual no puede exigirse a los adherentes firma autógrafa de la notificación de adhesión, por no encontrarse expresamente indicada en el artículo 450 de la Ley Orgánica del Trabajo, este Despacho Ministerial cumple en señalar que de acuerdo con el artículo in comento, el mismo regula dos supuestos, a saber: el primero y principal está referido al caso en el que los trabajadores notifican al Inspector del Trabajo su propósito de organizar un sindicato; y el segundo, y dependiente del primero, se refiere al caso en el que los trabajadores notifican al mencionado funcionario su voluntad de adherirse al sindicato que se encuentra en proceso de formación. En efecto, para el primer supuesto la norma establece lo siguiente: 
“La notificación formal que cualquier número de trabajadores, suficiente para constituir un sindicato, haga al Inspector del Trabajo de la jurisdicción de su propósito de organizar un sindicato, coloca a los firmantes de dicha notificación bajo la protección especial del Estado. En consecuencia, desde la fecha de la notificación hasta la de la inscripción del sindicato gozarán de inamovilidad.” 
Obsérvese entonces que esta notificación debe reunir ciertos requisitos, entre los que expresamente establece la norma están: que sea una notificación formal, lo que implica que la misma debe llenar los extremos a que se contrae el artículo 49 de Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, lo que impone, entre otras condiciones, que la misma debe estar firmada por los interesados. Y es que el mismo artículo 450 de la LOT, para no dejar lugar a dudas, expresamente dispone que “los firmantes” de dicha notificación quedan bajo la protección especial del Estado investidos de inamovilidad laboral, lo que implica que para que estos trabajadores que aspiran organizar un sindicato puedan quedar bajo la protección que otorga el Estado, necesariamente, la notificación formal que dirijan al Inspector del Trabajo deberá estar firmada por los trabajadores interesados. 
En el caso de los adherentes, constituye un supuesto que por ser accesorio sigue la suerte de lo principal, ya que si no hay sindicato en formación o en proceso de registro, lógicamente no puede haber adherentes. La figura de los adherentes está condicionada a que previamente haya en proceso de formación o de registro de un sindicato. Y siendo que en el primer supuesto, los promoventes –en tanto, fundadores en sentido estricto- deben firmar la notificación; en el segundo caso y con mayor razón, los adherentes también deben firmar su notificación y dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 49 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, pues es con la firma de los interesados que puede el Estado brindar la protección especial, ya que ésta representa la manifestación de voluntad del trabajador que desea adherirse al sindicato en proceso de formación. 
De admitirse la tesis de los recurrentes se crearía un estado de inseguridad jurídica sumamente peligroso para el ejercicio personal de los derechos de los trabajadores, en el que podrían resultar violados los derechos de libertad sindical, tanto en sentido positivo como en sentido negativo, es decir, el derecho de adhesión o afiliación, como el derecho a no adherirse. Ello, incluso, podría extenderse a la pérdida de derechos económicos o sociales, ya que cualquier supuesto representante, incluso enviado por el patrono, tendría la facultad de consignar notificaciones o listas, sin que éstas vengan acompañadas de las debidas firmas autógrafas ante el Inspector del Trabajo, en el que se pretendiera hacer ver que los trabajadores han aceptado una reformatio in peius en su convención colectiva. 
Debe recordarse que el derecho de constituir las organizaciones sindicales y de adherirse o afiliarse a ellas, a pesar de poseer una dimensión y una consecuencia jurídica colectiva, es por esencia un derecho individual y, más aún, personal. Ningún representante puede ejercerlo por otro, sin encontrarse debidamente acreditado para ello, conforme a las formalidades de Ley. Como queda subrayado, en caso contrario, figuras como la afiliación obligatoria se impondrían con su secuela de violaciones sobre los principios de libertad sindical.
Por lo demás, la propia tesis esgrimida por los recurrentes en este aspecto, parece desechada por ellos mismos, al indicar en el punto 1.3. “para el supuesto a todo evento negado anteriormente expuestos no sean tomados en cuenta, debemos recordar que el Artículo 257 de la Constitución de la República dispone que no se sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales” (subrayado añadido). Dicha expresión no sólo relativiza los planteamientos anteriormente señalados, sino que erradamente plantea la aplicación de una norma constitucional, al pretender generar consecuencias jurídicas de una declaración de voluntad que debe ser expresa, bien en forma directa o por apoderado; esencial dado que de dicha declaración expresa, surge una obligación especial de protección del Estado para quienes así hayan manifestado el ejercicio del derecho, cual es la inamovilidad laboral y que no puede ser suplida como se pretendió en las actuaciones que corren insertas en los folios 336 al 361, 367 al 460, 466 al 475, 501 al 511, 538 al 555, 513 al 533, 565 al 700, 819 al 839, 841, 844 y 850. 
Finalmente, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 449 de la Ley Orgánica del Trabajo, la protección especial que otorga el Estado al investir de inamovilidad laboral tanto a los promoventes de una organización sindical, como a los adherentes de la misma, está destinada a “…garantizar la defensa del interés colectivo y la autonomía en el ejercicio de las funciones sindicales”. De allí que el bien jurídico tutelado es la libertad sindical, tanto en la esfera individual como colectiva, tanto en sentido positivo, como negativo. En razón de lo expuesto este Despacho Ministerial desestima las tesis de los recurrentes sobre este punto y ratifica la conclusión contenida en la Providencia Administrativa recurrida en el sentido de que: 
“Del análisis de los listados de los presuntos adherentes al proyectado sindical se observa, que aparentan ser copias simples de las nóminas de trabajadores de PDVSA y sus empresas filiales, sin señales de firmas por los empleados, membretes, logotipos o sellos de dichas empresas. Adicionalmente, se evidencia de la revisión de cada una de las supuestas adhesiones, que ninguna está suscrita por los supuestos empleados adherentes a la proyectada organización sindical, por lo que resulta absolutamente claro, para quien decide, que jamás se configuró la adhesión de ninguno de tales empleados, por cuanto no existe expresa manifestación de voluntad de los mismos. ASÍ SE ESTABLECE”. 
OCTAVO
DE LA SUPUESTA DISOLUCIÓN EN VÍA ADMINISTRATIVA
Asimismo, los recurrentes exponen en su escrito que la negativa de registro por parte del Inspector del Trabajo configura la disolución en vía administrativa de una organización sindical constituida. Alegato este que exponen en los términos siguientes: 
“En el presente caso, la Inspectora Nacional del Trabajo al negar el registro de nuestra organización sindical incurrió en expresa violación de las disposiciones contenidas en el citado Convenio 87, toda vez que al encontrarnos en presencia de un sindicato debidamente constituido y con personalidad jurídica propia –a tenor de lo previsto por los artículos 2 y 7 (del Convenio 87 0IT)- tal negativa se adecua al supuesto de hecho contenido en el artículo 4 del citado convenio, el cual prescribe expresamente la disolución por vía administrativa de las organizaciones de trabajadores.” (Folio 998).
Esto último resulta claramente contradictorio, en primer lugar, porque es absolutamente falso que la abstención de registro de una organización sindical, por no llenar los extremos legalmente establecidos y constituir una injerencia de agentes o representantes del patrono que afectarían los derechos de libertad sindical de los trabajadores subordinados; esto es, la abstención fundada en el literal “a” del artículo 426 de la Ley Orgánica del Trabajo, por vulnerar los artículos 408 y 409, eiusdem, así como el artículo 148 de su Reglamento, implique la disolución de una organización sindical que jurídicamente no existe. Y es que tanto el registro como la negativa –mediante abstención- del mismo, resultan categorías jurídicas contradictorias. UNAPETROL puede existir de hecho, incluso como una asociación civil, en la que pueden agruparse trabajadores y representantes del patrono, en tanto empleados de dirección, pero de acuerdo con el ordenamiento jurídico laboral venezolano, tal “solidarismo” no es posible, ya que una organización de tal composición no puede alcanzar los objetivos de una organización sindical de trabajadores o, bien, reunir en su seno a trabajadores y a representantes o agentes del empleador, dado que sus objetivos y fines son por naturaleza contrapuestos. 
En consecuencia, al no haberse sido reconocido el proyecto UNAPETROL como organización sindical de trabajadores en la esfera del derecho del trabajo, su existencia jurídica laboral no se ha producido, no goza de personalidad jurídica alguna y, por ello, resulta imposible su disolución por parte de las autoridades administrativas del trabajo, ya que sólo puede disolverse y, en consecuencia, cancelarse o anularse la boleta de inscripción previamente otorgada, siempre que se tenga una existencia jurídica previa. No siendo este el caso de UNAPETROL, este Despacho desecha esta tesis de los recurrentes, por carecer de coherencia lógica y fundamentación jurídica.


NOVENO
DEL DESCONOCIMIENTO AL ORDEN JURÍDICO ESTABLECIDO
Finalmente, este Despacho Ministerial observa que los argumentos esgrimidos por los recurrentes invocan la inconstitucionalidad e ilegalidad del artículo 429 de la Ley Orgánica del Trabajo y 148 de su Reglamento, así como incurren en una interpretación manifiestamente ilegal sobre los extremos y el alcance del artículo 450 de la mencionada Ley. 
En cuanto a la inconstitucionalidad e ilegalidad de las mencionadas normas y su solicitud de desaplicación en el presente procedimiento, debe recordarse que ello constituye una competencia expresa del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en los artículos 334, 335 y 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Por lo tanto, escapa a las competencias del Ministerio del Trabajo y de sus funcionarios proveer sobre tales solicitudes y, por el contrario, le corresponde tutelar su cumplimiento de conformidad con lo establecido en los artículos 586 y 589 de la Ley Orgánica del Trabajo.
Todo ello evidencia que la solicitud de inscripción del proyecto UNAPETROL se efectuó al margen del ordenamiento jurídico vigente o con ignorancia del mismo y, en atención a lo previsto en el artículo 2 del Código Civil, “La ignorancia de la Ley no excusa de su cumplimiento.”
DÉCIMO
DE LAS PETICIONES DE LOS RECURRENTES
Tres son las peticiones que los recurrentes señalan en su escrito, a saber:
1.- “Se revoque la ilegal Providencia Administrativa N° 2003-027, de fecha 03 de julio de 2.003, objeto del presente Recurso Jerárquico, dictada por la Directora de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado y se reponga la causa al estado en que se dicte un nuevo Acto Administrativo que no viole los derechos de mi representada y sus afiliados a que se refieren los Convenios 87 y 98 suscrito entre la República y la OIT, el artículo 95 de la Constitución de la República; los artículo 59, 425, 443 y 450 de la Ley Orgánica del Trabajo, en concordancia a lo previsto por el literal “b” del artículo 244 de su Reglamento.”
2.- “Que se corrijan los defectos u omisiones anotados a lo largo de este escrito y en especial, que el Ministerio del Trabajo indique con precisión cuales defectos y omisiones deben ser aclarados por mi representada.”
3.- “Que de conformidad a lo dispuesto por los artículos 36, 37 y 38 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, la ciudadana María Cristina Iglesias, a la sazón Ministro (sic) del Trabajo, se inhiba de conocer este Recurso Jerárquico, dada su manifiesta parcialidad e interés en las resultas del procedimiento de registro de nuestra organización sindical.” (Folios 996 y 997) 

En atención a las peticiones anteriormente expuestas, este Despacho Ministerial, en ejercicio de la competencia legalmente atribuida, procede a decidir cada una de ellas en los términos siguientes:
1.- Con respecto a la solicitud de inhibición contenida el punto 3 del petitorio de los recurrentes, la misma quedó resuelta en el Punto Previo de esta Resolución, por lo que las motivaciones y fundamentos jurídicos allí expuestas se dan aquí por reproducidas y, en consecuencia, se declara SIN LUGAR la inhibición solicitada.
2.- Con respecto a la solicitud de revocatoria de la Providencia Administrativa N° 2003-027 de fecha 03 de julio de 2.003, dictada por la Directora de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado, este Despacho Ministerial, en atención a las consideraciones anteriormente expuestas declara SIN LUGAR la revocatoria solicitada.
3.- Con respecto a la solicitud de que sean corregidos supuestos defectos u omisiones y en especial que este Ministerio del Trabajo indique con precisión cuales defectos y omisiones deben ser aclarados por los promoventes, este Despacho Ministerial, en razón de lo señalado en el punto SEXTO de esta Resolución declara SIN LUGAR la presente petición.
III
DECISIÓN
Por los razonamientos antes expuestos, este Despacho, en uso de sus atribuciones y en ejercicio de sus funciones, contempladas en los artículos 425, y 586 literal a) de la Ley Orgánica del Trabajo, declara SIN LUGAR el recurso interpuesto. En consecuencia, se ratifica en toda y cada una de sus partes la Providencia Administrativa N° 2003-027 de fecha 03 de julio de 2.003, dictada por la Directora de Inspectoría Nacional y Otros Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado.
Finalmente, este Despacho cumple con señalar a los interesados que consideren vulnerados sus derechos, que podrán recurrir de la presente decisión por ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en el lapso de diez (10) días contados a partir de la notificación de la presente decisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Bájese el expediente.
Notifíquese a los interesados.

MARÍA CRISTINA IGLESIAS
MINISTRA DEL TRABAJO
FJLS/AB/SV/YC.- 


1 Artículo 302. El Estado se reserva, mediante la ley orgánica respectiva, y por razones de conveniencia nacional, la actividad petrolera y otras industrias, explotaciones, servicios y bienes de interés público y de carácter estratégico. El Estado promoverá la manufactura nacional de materias primas provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables, con el fin de asimilar, crear e innovar tecnologías, gen empleo y crecimiento económico, y crear riqueza y bienestar para el pueblo.
2 Artículo 303. Por razones de soberanía económica, política y de estrategia nacional, el Estado conservará la totalidad de las acciones de Petróleos de Venezuela, S.A., o del ente creado para el manejo de la industria petrolera, exceptuando la de las filiales, asociaciones estratégicas, empresas y cualquier otra que se haya constituido o se constituya como consecuencia del desarrollo de negocios de Petróleos de Venezuela.
3 ERMIDA URIARTE, Oscar. SINDICATOS EN LIBERTAD SINDICAL. Fundación Cultura Universitaria. Montevideo – Uruguay. 1.999. Segunda Edición. Página 58.
4 www.mintra.gov.ve. Consultoría Jurídica. Dictamen Nº 12 de fecha 30 de mayo de 2.003.
5 Nota: El artículo 264 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo fue derogado al entrar en vigencia la Ley Orgánica Procesal del Trabajo el 13 de agosto de 2.003, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 194 de ésta última


